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SEÑOR PRESIDENTE (Sebastián Sabini).- Habiendo número, está abierta la 
reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a la delegación del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, integrada por el señor director general para Asuntos Políticos, embajador 
doctor Raúl Pollak, por la señora directora adjunta para Asuntos Multilaterales, ministra 
consejera Noelia Martínez, y por el señor director de Relaciones Institucionales, ministro 
consejero Juan Pablo Wallace. 


La Comisión Especial de Adicciones de la Cámara de Representantes está 
analizando un proyecto de ley que presentamos junto a varios legisladores del Frente 
Amplio, relativo al régimen de control del cannabis psicoactivo, propuesta que tiene 
implicancias para diferentes Carteras. Lógicamente, una de ellas es el Ministerio de 
Relaciones Exteriores por todo lo que concierne a la legislación internacional y a las 
convenciones a las que nuestro país está sujeto. 


Cabe aclarar que el señor diputado Gerardo Amarilla -quien está por llegar a la 
Comisión- fue uno de los que solicitaron la presencia del Ministerio y nos pareció 
oportuno y correcto que pudiera participar de esta instancia para brindarnos su visión en 
relación al proyecto que mencionamos. 


Cedemos la palabra a nuestros invitados. 


SEÑOR POLLAK (Raúl).- Quisiera agradecer la convocatoria y la invitación para 
participar de esta reunión a fin de abordar un tema de principal relevancia para el país. 
Como bien lo explicó el señor presidente, la temática de drogas no es una cuestión 
exclusivamente nacional, sino que tiene que ver con el accionar internacional del país y 
con los compromisos que el Uruguay tiene suscritos en la materia. 


Parto de la base de que no tenemos comentarios sobre el fondo del texto por cuanto 
no es temática de la Cancillería la definición de qué productos deben estar en tal o cual 
lista de una convención; esas son cuestiones técnicas que no nos involucran. Lo que sí 
hace a nuestro trabajo son las implicancias que puede tener a nivel internacional la 
aprobación de una norma que modifica las listas establecidas en la convención de 1961. 
En tal sentido, me voy a permitir hacer algunos comentarios. 


Hemos seguido con atención el debate que se ha dado en esta Comisión acerca del 
tema, así como las intervenciones de otros invitados que han comparecido en este 
ámbito, y coincidimos en que el tema en Uruguay es tratado con mucha seriedad y 
responsabilidad. Esa es la misma visión que hay en el exterior sobre cómo fue tratada en 
nuestro país la regulación del mercado del cannabis. 


Dicho eso, quisiera aclarar que nosotros seguimos obligados con las convenciones 
que hemos firmado. Este proyecto de ley modifica la ubicación de algunos elementos en 
ciertas listas. Entonces, si nos atenemos a la repercusión interna del tema en el Uruguay, 
veremos que eso es algo que nuestro país perfectamente puede hacer. Ahora bien, 
¿colide con los compromisos internacionales que tenemos asumidos? Sí. ¿Por qué? 
Porque según la convención, los países no pueden individualmente, per se, modificar las 
listas y cambiar los productos de una a otra. No sé si el término "producto" está bien 
usado. 


Efectivamente, si nos atenemos a la normativa internacional, la convención 
establece que la modificación en las listas solo puede ser hecha por la comisión de 
narcóticos, que es la que válidamente puede cambiar productos de una lista a la otra y 
comunicarlo a los Estados. De esa forma, ese cambio tiene validez. Pero si lo hacemos 
nosotros como país, por nuestra cuenta, no tiene validez hacia fuera; es decir que no 
tendría efecto en ventas que nosotros hiciéramos a otro país que debería seguir 
respetando las especificaciones de la convención y no las nuestras. ¿En que nos puede 
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afectar eso como país? El tema del cannabis está cambiando en el mundo; posiblemente, 
eso lo sepan ustedes mejor que yo. En los últimos diez años ha habido una tendencia 
creciente en el mundo a considerar al cannabis como una droga de efectos mucho menos 
perjudiciales que otras como, por ejemplo, el alcohol y el tabaco. Esa tendencia que ha 
conducido a la regulación o a la legalización -dependiendo del lugar- en muchos estados 
de Estados Unidos, en algún país del Caribe, en Uruguay, y ahora en Canadá, parecería 
ir creciendo. De hecho, la Organización Mundial de la Salud ha llevado a cabo un estudio 
sobre el cannabis, que posiblemente estaría pronto en marzo -aunque no sabemos si 
será difundido en esa fecha-, y parecería que la conclusión es que el cannabis es una 
droga blanda, lo que podría habilitar que se trasladen los elementos que figuran, creo que 
en la lista IV de la Convención, a otras menos exigentes en cuanto a controles. Por lo 
tanto, parecería que el proceso está en desarrollo. 


Ahora bien, eso no significa que si se aprueba una ley, cambiando elementos de 
una lista a otra, no estemos contraviniendo la Convención; porque una cosa es que esto 
esté en proceso de discusión y otra que esté aprobado. 


¿Qué les puedo decir de los efectos de la aprobación de la ley? En 2013 nosotros 
ya dimos el paso más duro, más grande. Entonces, sin duda que esto va a provocar 
reacciones, pero comparado con aquello, sería una cuestión menor. Ahora, en estos 
momentos en los que la tensión está totalmente centrada en Canadá y Uruguay ha 
quedado un poco de lado en este tema -porque además se ha visto la responsabilidad 
con la que lo tratado-, sería traer nuevamente el nombre de nuestro país al tapete. 
Posiblemente, el informe de la Junta Internacional de Fiscalización de Estupefacientes 
mencione el tema y vuelva a colocar a Uruguay, como ya lo hizo la vez anterior, en una 
posición de país pirata. Esas serían las cosas con las que habría que convivir, al menos 
por un tiempo. En definitiva, esta es una evaluación que ustedes deberán hacer sobre la 
conveniencia y la oportunidad de aprobar este proyecto en determinado momento. 


En cuanto a consecuencias jurídicas propiamente dichas, si bien la Convención 
prevé algún esquema que puede llegar, incluso, a mencionar que nuestro país viola las 
normas -lo que podría traer algún tipo de consecuencias-, la experiencia es que esas 
cuestiones no llegan a pasar. Entonces, es muy difícil referir a las consecuencias en 
términos totalmente firmes, pero con este esquema que les he comentado de los 
desarrollos en la OMS, me animaría a decir que posiblemente el tema será incluido en la 
próxima sesión de la Comisión para tratarlo en su integralidad, cuestión que hemos 
apoyado en esta última reunión en Viena. Nuestro embajador ha sido firme en plantear 
que Uruguay apoya la inclusión del tema en la Comisión, en el entendido de que se 
estudie de manera integral y no solamente jurídica. Entonces, en todo este marco de 
avances, y de alguna manera de flexibilización sobre el tema cannabis, tal vez no sería 
una cuestión tan grave como para dejar pasar la oportunidad de ponernos en la delantera 
en cuanto a investigación, análisis y estudios que nos permitan competir en un mercado 
que, realmente, será de gran importancia en el futuro. Además, dadas las condiciones de 
nuestro país, no empezar a tiempo, quizás sea comenzar tarde la carrera. Eso trasciende 
al análisis de la Cancillería; simplemente es una reflexión que hacemos. 


Básicamente, estos serían los elementos que hemos considerado. El argumento 
válido que manejamos cuando se trató la ley de cannabis a nivel internacional fue que 
consideramos que Uruguay no viola las convenciones en el entendido de que la intención 
básica detrás de ellas es la protección y promoción de los derechos humanos y el 
bienestar del ser humano. En ese sentido, defendimos nuestra posición como no 
violatoria de las convenciones; no así Canadá, por ejemplo, que sí aceptó que, a su juicio, 
está contraviniendo las normas, pero argumenta que lo hace en base a estudios 
profundos y serios y que los elementos de análisis que tiene no dan para seguir atados a 
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una norma que es restrictiva, que data de hace más de cincuenta años y que fue hecha 
no solamente cuando no existía el conocimiento que se tiene hoy del tema, sino, además, 
en circunstancias en las que participaron determinaron actores que tenían otros intereses 
en juego. 

En principio, esta es nuestra explicación, pero si lo entienden pertinente, estamos 
dispuestos a ampliarla, con mucho gusto. 


Muchas gracias. 


SEÑOR RADÍO (Daniel).- Sobre la cuestión de fondo, quiero decir que cuando se 
obtuvo la media sanción del proyecto en Diputados, en 2013, no lo voté, porque si bien 
tenía algunas coincidencias con la cuestión de fondo, también tenía una diferencia con el 
enfoque filosófico sobre esa perspectiva que refiere a combatir el narcotráfico. Yo creo 
que el enfoque debería ser de derechos y no de combate al narcotráfico: la gente tiene 
derecho a consumir. Para mí, esa es la perspectiva; y esa cosa de ocultarla tras la 
máscara de que lo hacemos para combatir al narcotráfico no me gustó pero, en todo 
caso, no hace a la reunión de hoy. 


Lo cierto es que no voté el proyecto por una razón básica y es que yo sí creo que 
violamos la Convención de Viena. 


Me parece que cualquier doctrina diría que somos unos atrevidos porque 
interpretamos el espíritu de la norma cuando la letra dice lo contrario. La letra dice 
expresamente lo contrario de lo que nosotros manifestamos cuando afirmamos que no la 
violamos. ¿Y vamos a buscar en el espíritu de la norma, contradiciendo la letra? Yo no 
soy abogado -soy médico: no tengo nada que ver con estas cosas-, pero creo que 
cualquier doctrina nos pegaría una bofetada si decimos eso; se moriría de verguenza de 
que un uruguayo sostuviera eso para violar una convención internacional. ¿Por qué? 
Porque ahora decimos que ya dimos el paso más duro, en 2013. ¡Claro! El paso más 
duro fue violar una convención. ¡Si será duro! El poder de los países pequeños en el 
mundo depende de que cuando firmemos una convención, lo hagamos de buena fe y no 
porque después pasemos por arriba de la norma y vayamos a interpretar su espíritu. 
Capaz que el espíritu nuestro no es el mismo que el de los otros países. ¡¿Qué es eso de 
interpretar el espíritu?! 


Por otra parte, nosotros cambiamos la letra para el Uruguay, pero lo que termina 
pasando con este proyecto es que resulta ser la prueba del nueve de que violamos la 
convención. Tanto la violamos que ahora vamos a hacer una convención de cabotaje, 
una convención de entrecasa; vamos a cambiar la sustancia para nosotros. Esta es la 
prueba del nueve de que violamos la convención porque, si creyéramos que contempla 
esto, no tendríamos que cambiar la sustancia; estaríamos de acuerdo. 


Traducido al dialecto Mujica, esto es lo político por encima de lo jurídico. A mi me 
parece muy grave que nadie sincere esto. Insisto: yo soy favorable, no ya a la regulación, 
sino a la legalización, a la desprohibición, porque parece que lo prohibido es lo natural, 
pero no es verdad. En este proceso de la historia, alguna vez prohibimos estas cosas; y a 
mí eso me parece una aberración. Ahora, después de que pusimos la firma como país en 
una convención, ¡es muy grave! ¡Nos estamos jugando el prestigio del Uruguay! ¡Lo 
estamos rifando, porque la lógica es lo político por encima de lo jurídico! 


Insisto: discúlpenme el atrevimiento, no soy abogado, pero me parece que lo que se 
está haciendo es muy grave. Digo esto porque uno dice: "Dimos el paso más duro en 
2013" -como decía recién el señor Pollak- ; "este sería un paso menor", pero esta es la 
consolidación, la definitiva demostración de que estamos violando la letra de la 
convención. Y si violamos la letra de la convención, no hay espíritu que valga. ¿A qué 
espíritu nos referimos? Sería la Casa de los Espíritus en este país. 


Gracias, señor presidente. 


SEÑOR GALLO CANTERA (Luis).- Después de la intervención del diputado Radío, 
queda poco para decir. Obviamente, no comparto prácticamente nada de lo que él dijo. 
Con el respeto y amistad que nos une, quiero decirle que realmente estoy en las 
antípodas. 


Uno no es abogado ni jurista, ni maneja el derecho internacional, pero sí creo en las 
democracias y en lo que cada país, sin violentar las normas, va avanzando. Esas son 
cosas que la vida nos va enseñando. En los años 40, 50, 60, 70 se pensaban 
determinadas cosas, pero hoy el mundo ha cambiado. Y por suerte, a mi entender, el 
Uruguay viene evolucionando muy bien en este tema. Somos ejemplo en el mundo. 
Hemos tenido oportunidad de viajar por el mundo para dar conferencias específicamente 
sobre la regulación del cannabis, y somos objeto de muchos países que están mirando la 
experiencia uruguaya y viendo con la seriedad con que está trabajando en este tema, 
haciendo la trazabilidad desde la semilla hasta que la persona consume. 


Pero, además, hay que tener en cuenta que esto apunta, fundamentalmente, no al 
cannabis recreativo, sino al cannabis medicinal y me pongo en el papel de médico. Y para 
avanzar en la ciencia y en los estudios, debemos cambiar la lista: no tenemos más 
remedio. 


Entonces, mi pregunta concreta -para no entrar en el debate ni en opiniones 
personales- es cómo actuaron los países que ya hicieron esto. Lo digo porque Colombia y 
Chile ya hicieron el cambio de listas y, por lo que uno tiene entendido -obviamente, antes 
de redactar esto, hubo consultas a nivel internacional-, no hubo ningún tipo de problemas 
ni en Colombia ni en Chile. 


Por tanto, si tienen información al respecto, quisiéramos que nos la proporcionen. 


SEÑORA MONTANER (Susana).- Mi planteamiento va en la dirección de lo que ha 
expresado el diputado Radío. 


Entiendo que somos un país que hemos respetado las convenciones. Las hemos 
aprobado e introducido en nuestro derecho positivo y, evidentemente, hemos sido 
ejemplo al honrar aquello en lo que nos hemos comprometido. 


Creo que acá lo que se hace es cambiar la ubicación del cannabis en las distintas 
listas que manejan esas convenciones que han regulado la materia y que, como dije, han 
sido incorporadas. Entonces, entiendo que el Uruguay se despega en forma aislada de 
esas obligaciones y que, desde el punto de vista internacional, realmente eso no nos va a 
dejar bien parados. 


Por otra parte, no veo tanta urgencia -y discrepo con mi compañero médico- en 
aprobar el proyecto sin antes buscar una armonía en el concierto internacional, cuando 
no somos un país que viva aislado. Yo no quiero que el Uruguay viva aislado y quiero que 
seamos respetados, como siempre lo fuimos, a nivel internacional. 


Yo no sé cómo hicieron otros países y sí habría que estudiarlo. Evidentemente, no 
tenemos aquí la historia de ellos, pero a mí me interesa cómo llega Uruguay, cómo queda 
posicionado a nivel internacional, en cuanto al respeto que hemos tenido siempre como el 
pequeño gran país que hemos sido por honrar las obligaciones y hacer cumplir aquellas 
convenciones que suscribimos. 

Entonces, honestamente, en mi calidad de abogado, a no ser que se logre algún 
acuerdo o que se hagan modificaciones a esas convenciones, no estoy dispuesta a 
aprobar este proyecto que entiendo que contraviene lo que hemos aprobado a nivel 
internacional. 


Es cuanto quería manifestar; gracias. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En la Comisión recibimos a un grupo de usuarios de 
cannabis medicinal, fundamentalmente a madres de niños con epilepsia refractaria 
-denominada así porque no responde a ningún tratamiento, digamos, convencional; 
podríamos llamarlo así; el diputado Gallo podría explicarlo mejor que yo- que tienen una 
respuesta positiva con productos derivados del cannabis, algunos de los cuales ya se 
están produciendo en Inglaterra y en Estados Unidos; como mencionaba el señor 
diputado Gallo, también se está desarrollando el uso medicinal en Colombia y en Chile. 

El problema que identificamos es que, al establecer las listas, la convención genera 
una serie de controles sumamente duros con las sustancias y eso hace que sea difícil la 
manipulación, la extracción de los productos, el desarrollo de la investigación científica, el 
desarrollo industrial y la producción medicinal. Por ejemplo, si una cátedra de la 
Universidad de la República quiere manipular una planta tiene que cumplir con una serie 
de requerimientos sumamente burocráticos y eso es por la categorización del producto. 

Nosotros tenemos una legislación que establece algo que las convenciones 
permiten, que es la investigación científica, pero muchas veces la interpretación de las 
convenciones, de corte prohibicionista, extrema, lleva, por ejemplo, a que si bien la 
convención no dice que haya que encarcelar a los usuarios de drogas, hay países que lo 
hacen; es más: hay países que llegan hasta la aplicación de la pena de muerte por el 
consumo de drogas. Eso no está establecido en ninguna parte en la convención; sin 
embargo, una interpretación prohibicionista de las convenciones, extrema, lleva a eso. 

También la convención preveía la investigación científica; sin embargo, desde que 
está la convención de 1961 prácticamente es imposible desarrollarla porque la cuestión 
de las drogas ha estado vinculada a la cuestión penal. Entonces, los usuarios, ya fuere 
con fines medicinales, científicos, industriales o recreativos, terminaban presos. 

Yo defiendo una perspectiva integral. Creo que analizar el tema drogas sin la 
perspectiva del fenómeno del narcotráfico, sin las perspectivas sanitaria y de derechos, 
es equivocado e incompleto. Entonces, abogo por una perspectiva que tenga los tres 
elementos porque el fenómeno del narcotráfico existe y afecta la seguridad nacional y 
cómo las personas se sienten. 

Digo esto porque se expusieron algunos argumentos y me parece que es bueno que 
ustedes conozcan por qué presentamos este proyecto. 

Obviamente, comparto la interpretación por la que Uruguay, para asegurar los 
derechos humanos de los usuarios, hizo las modificaciones que hizo. Es evidente que el 
mundo se encamina hacia una modificación en la política de drogas, pero queremos 
hacerlo en forma responsable. 

Les agradezco mucho su presencia aquí y la seriedad con que hicieron la 
exposición. En lo personal, también me tranquiliza saber que estamos trabajando en un 
proyecto que no va a poner al Uruguay en una posición de incomodidad; por lo menos en 
lo personal esto me parece muy importante. 

SENOR RADIO (Daniel).- Quiero plantear algo vinculado al rango jerárquico de las 
normas -los que no somos abogados entendemos poco de esto-: en una escala 
jerárquica de la normativa, ¿qué chance tenemos los uruguayos de modificar la 
convención internacional con una norma local? O, ¿cuánto nos compromete haber 
firmado esos listados y cuánto margen tenemos nosotros para modificar las normas de 
columna, digamos? 

SENOR POLLAK (Raúl).- Gracias por los comentarios. Precisamente, nos parece 
que la diversidad de opiniones ayuda a enriquecer el debate y a clarificar un poco las 
circunstancias. 

En el derecho internacional y en la política internacional, si bien, reitero, la posición 
oficial de nuestro país es que nosotros no hemos violado la norma -a continuación voy a 
leerles un párrafo de la declaración de la Asamblea General de las Naciones Unidas 
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sobre el problema mundial de las drogas en 2016, que tiene que ver con esto-, vivimos 
constantemente enfrentados a pequeñas fugas de la normativa internacional, algunas 
más graves que otras. 

Por ejemplo, estamos muy acostumbrados a ver a las superpotencias en el Consejo 
de Seguridad de las Naciones Unidas vetando resoluciones e impidiendo el tratamiento 
de temas gravemente violatorios de los derechos humanos, del derecho de la guerra, 
contrariando todas las normas escritas y consuetudinarias de Derecho Internacional sin 
ninguna base legal ni humanista ni nada que se le parezca, simplemente, defendiendo 
intereses nacionales muchas veces reñidos con la protección y promoción de los 
derechos humanos. 

En el caso de Uruguay, entendemos que la convención de 1961 fue hecha en un 
momento histórico completamente diferente al actual y que la interpretación que nosotros 
hacemos de la norma va en el sentido que plasmó la Declaración de la Asamblea General 
de las Naciones Unidas -es decir, de los 192 Estados parte-, en 2016, de la cual voy a 
leer un párrafo muy interesante. Dice así: "Reconocemos que existen retos persistentes, 
nuevos y cambiantes que deberían afrontarse de conformidad con lo dispuesto en los tres 
tratados de fiscalización internacional de drogas, los cuales ofrecen a los Estados partes 
suficiente flexibilidad para formular y aplicar políticas nacionales en materia de drogas 
con arreglo a sus prioridades y necesidades, de conformidad con el principio de la 
responsabilidad común y compartida y con el derecho internacional aplicable". Esto nos 
permite un marco lo suficientemente amplio como para que nosotros, con arreglo a 
prioridades y necesidades, y de conformidad con el principio de la responsabilidad común 
y compartida, adoptemos las decisiones que nos parezcan más adecuadas para el 
bienestar de nuestro pueblo. Es en este sentido que nosotros creemos que no corremos 
ningún peligro y voy a lo que decía la señora diputada Montaner en cuanto a que Uruguay 
quede aislado: de ninguna manera; de hecho, a nuestro modo de ver, Uruguay no solo no 
está aislado sino que está en la vanguardia de un grupo de países que están tratando el 
tema con responsabilidad, con seriedad, pero sin responder al principio represivo con el 
que fueron formuladas las convenciones. 

Con respecto a lo que dijo el diputado Gallo, la verdad es que no sabemos cómo 
hicieron los otros países; no tenemos información de Derecho Comparado sobre este 
tema, pero si lo consideran apropiado podemos buscar alguna a fin de facilitárselas 
porque, sí, no deja de ser interesante. De hecho, nosotros, antes de adoptar alguna 
posición o tomar alguna acción en materia internacional en algún tema que puede ser 
preocupante solemos ver cuál es la posición de algunos países afines en la materia. 
Entonces, con mucho gusto podemos hacer algunas gestiones para facilitarles esa 
información. 

Creo que con lo dicho más o menos hemos dado respuesta a las inquietudes que 
ustedes plantearon, sin perjuicio de lo cual seguimos a su entera disposición. Nosotros 
también les agradecemos mucho la invitación. 

SENOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia, el tiempo y la disposición del 
señor director general para Asuntos Políticos, embajador doctor Raúl Pollak, de la señora 
directora adjunta para Asuntos Multilaterales, ministra consejera Noelia Martínez, y del 
señor director de Relaciones Institucionales, ministro consejero Juan Pablo Wallace. 

Quedamos en contacto y a la espera, sí, cómo no, de la información relativa a los 
países de Colombia y Chile. 

(Se retiran de Sala las autoridades del Ministerio de Relaciones Exteriores) 

——-Se levanta la reunión. 


